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EN LA ÚLTIMA década Chile se ha vuelto el refe­
rente por excelencia de una economía sana,
abierta, dinámica y estable. De hecho, las
cifras macroeconómicas chilenas de, por lo
menos, los últimos diez años son impresio­
nantes si se les comparan con las del resto
de Latinoamérica y aun con las de ciertos paí­
ses industrializados. Por ejemplo, entre 1990
Y1993, el salario mínimo real creció en un
30 por ciento, la tasa de crecimiento del PIB al­
canzó 8.2 por ciento en 1997 y 7.2 por cien­
to en 1996, la inflación no superó 6 por ciento
en 1997 y 6.6 por ciento en 1996 y el de­
sempleo se mantuvo en un 5.5 por ciento en
1997 y 6.6 por ciento en 1996. Además, con
el presupuesto de 1997, Chile cumplía 11 años
de balance presupuestario positivo. Con todo
esto, el Instituto para la Gestión del Desarro­
llo (IGD) clasificaba a Chile en décimotercer
lugar de su ranking mundial en cuanto a
competitividad -después de los Estados Uni­
dos el ranking más alto fuera de Asia-. 1 Por
contrastar con las estadísticas de muchos

paises latinoamericanos que no han logrado
salir del marasmo económico, todas estas
estadísticas le valieron a Chile el calificativo
de "jaguar de Suramérica".

¿Cuál es entonces la receta del "milagro
económico chileno"? Los promotores de las
terapias neoliberales resaltan las reformas es­
tructurales realizadas bajo la dictadura del
general Augusto Pinochet para avanzar una
respuesta. Según ellos, estas reformas habrían
logrado eliminar las distorsiones que restrin­
gían la competitividad de la economía chile­
na. Sin embargo, en estos planteamientos
por lo general no están presentes reflexiones
acerca de los beneficios para la población, de
los derechos laborales y de los derechos so­
ciales. Por lo tanto, este tr.abajo intentará pre­
sentar algunas de las consecuencias para la
población chilena de la aplicación de un mo­
delo económico que calcula su lucha contra
la desigualdad y por el mejoramiento de las
condiciones de vida de sus ciudadanos en
función de su competitividad internacional.
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EL NEOLlBERALlSMO CHILENO

El 11 de septiembre de 1973, el general Augus­
to Pinochet derrocaba con un golpe militar al
presidente socialista Salvador Allende, electo
democráticamente gracias a una coalición de
varios partidos de izquierda, la Unidad Popu­
lar. Una vez el golpe de Estado consumido, la
ideología neoliberal fue presentada por el ré­
gimen militar como la solución a los proble­
mas no sólo económicos sino también socia­
les que vivía el país desde finales de los años
sesenta. El diagnóstico de los militares y de
los ideólogos de la derecha consistía en ver la
sociedad chilena como una sociedad enfer­
ma, que había perdido su unidad y que se
encontraba sobrepolitizada debido a la cre­
ciente polarización social y política. Ante esta
situación, la meta era alcanzar la despoliti­
zación de la sociedad, quitándole su fuerza
a los gremios pero sobre todo al movimiento
obrero y a los partidos políticos. Por ello, la
aplicación del neoliberalismo en Chile sig­
nificó la exclusión de la gran mayoría de la
población y buscó constantemente la atomi­
zación de los grupos y de las demandas so­
ciales, mediante la represión y los abusos de
poderes.

Según el espíritu del neoliberalismo chi­
leno, la lógica del mercado no debía sola­
mente cambiar los comportamientos de los
individuos sino también los valores colecti­
vos. La búsqueda del interés colectivo, o del
interés de grupo, debía ser sustituida por
el individualismo y la búsqueda del interés
personal. Al fin y al cabo, este individualismo
generalizado operando en un ambiente de
libre mercado debía permitir alcanzar, por
acumulación, un cierto bienestar colectivo.
Bajo esta lógica, no le correspondía ya al Es­
tado atenuar y combatir las desigualdades

creadas por el mercado sino al contrario faci­
litar que se expandiera la lógica del mercado
a todas las esferas de la vida, mediante la eli­
minación de cualquier tipo de intervención
estatal. Así, en la práctica, este individualismo
operando en un libre mercado limitó las fun­
ciones y las capacidades del Estado, permitió
que se eximiera a los patrones de sus obliga­
ciones sociales (antiguas contribuciones a los
regímenes de pensión, de seguro social y de
salud) y sometió a los trabajadores a la ley
de la oferta y de la demanda sin ninguna po­
sibilidad de respuesta colectiva ni mucho me­
nos individual. Por ende, este individualismo
fue el sustento ideológico del neoliberalis­
mo chileno que, para garantizar el crecimien­
to económico, en particular del sector expor­
tador, necesitaba una mano de obra barata
sin capacidad de movilizarse para exigir me­
jores condiciones laborales. Por tanto, no es
sorprendente que las tasas de desempleo
alcanzaran niveles catastróficos durante el
régimen militar: entre 1980 y 1989, la tasa
de desempleo alcanzó un promedió de 11.7
por ciento, donde destacan 26.4 por ciento
en 1982, 28.5 por ciento en 1983, 24.6 por
ciento en 1984 y 21 por ciento en 1985.2 En
1975, los salarios reales alcanzaban apenas
el 62 por ciento del nivel que tenían en 1970
y en 1989, alcanzando un 90.2 por ciento,
todavía no recuperaban .el nivel de 1970.3

Siempre en términos reales, entre 1980 y
1989, el salario mínimo disminuyó en un 27
por ciento,4 lo cual afectó al 32 por ciento de
los trabajadores de Santiago. Todo esto agra­
vó la disparidad entre ricos y pobres y entre
1978 y 1988, la porción del ingreso nacional
que concentraba el 10 por ciento más ricos
de la población pasó de 37 por ciento a 47
por cient05 y el porcentaje de la población en
situación de pobreza pasó de 20 por ciento
en 1973 a 44 por ciento en 19886
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Teóricamente el modelo económico chi­
leno se inspira de la ley de las ventajas com­
parativas, según la cual un país debe inte­
grarse al mercado mundial aprovechando
sus ventajas nacionales en comparación con
los demás países. Desde esta perspectiva, las
ventajas comparativas de Chile serían su
mano de obra barata, sus recursos naturales,
su geografía y su situación climática privi­
legiada. En efecto, observando la estructura
económica de Chile, se constata que las expor­
taciones -esencialmente materias primas­
representan el motor de su crecimiento eco­
nómico, al representar 26 por ciento del PIB

en 1995. Las exportaciones es[án principal­
mente constituidas por el cobre y la celulosa
(40 por ciento), por fruras, madera y pescado.
En la mayoría de estos sectores, con la excep­
ción del sector cuprífero, una de las ventajas
comparativas es la mano de obra barata y
el bajo nivel de sindicalización. Además, vale
subrayarse, en todos los sectores imperan
normas ambientales inferiores a las de los
países industrializados. En cuanto al sector
manufacturero, muchas de las empresas re­
curren a segundos contratistas en manufac­
turas informales con condiciones y salarios
por debajo de las normas y donde la sindi­
calización y el control es imposible.

LAS R.EFOF.Mi\S l:CONÓMICi\S,

SOCIALES y POLÍT1CAS DE PrNOCHET

Durante sus tres años de gobierno, la Unidad
Popular promulgó grandes reformas -reforma
agraria, nacionalización del cobre, reformas a
los sistemas de educación y de salud- que
buscaban una mayor independencia econó­
mica y una mayor equidad en la sociedad
chilena. Cuando tomó el poder, Pinochet re-

vertió la casi totalidad de las reformas del
gobierno de Allende y emprendió, algunos
años más tarde, un proceso de transforma­
ciones neoliberales sin precedente en el con­
tinente. Estas transformaciones tuvieron como
telón de fondo un drástico retiro del Estado de
la economía, sobre todo a través del abando­
no del papel regulador del Estado y de am­
plias privatizaciones que favorecían al gran
capital. Ello permi[ió una concentración de
la economía chilena de manera que a partir
de 1978, dos grupos económicos, el grupo
Vial y el grupo Cruzat-Larrain, se destacaron
por su peso al controlar 25 y 37 por ciento
de las 250 empresas más importames del
país. Además, apenas dos meses después
de la privatización del sistema de seguridad
social, estos dos grupos monopolizaban 75
por ciento del mercado de las pensiones de
jubilación. De manera más global, durante la
misma época 135 de las 250 empresas más
importantes se encontraban bajo el control
de los 10 más grandes conglomerados finan­
cieros. 7

Paralelamente a las privatizaciones, la dic­
tadura emprendió la apertura de la economía
chilena, desmantelando las barreras aduane­
ras y asegurando a las multinacionales extran­
jeras una mayor libertad a nivel de la repa­
triación de capitales. Como consecuencia, el
mercado chileno se encoñtró invadido por
productos manufacturados en el extranjero y
las pequeñas y medianas empresas, en la
imposibilidad de competir se vieron arras­
tradas a la quiebra. Entre 1979 y 1982, 20
por ciento de las empresas del sector manu­
facturero quebraron y 25 por ciento de la
mano de obra nacional quedó sin empleo.
Esta situación se agravó con la crisis econó­
mica de 1981-1982 y la tasa de quiebra de
empresa osciló entre los 35 y 45 por ciento.
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Hasta el final de la dictadura, la industria ma­
nufacturera nunca recuperó la importancia
que había tenido en el pasado en la econo­
mía chilena.8

La crisis de 1981-1982 alcanzó niveles
tan críticos que afectó a los grandes conglo­
merados y sus bancos, por lo que el Estado,
apartándose de su política neoliberal, tuvo que
nacionalizar la banca. Por su parte, las transna­
cionales aprovecharon la quiebra de los gru­
pos Vial yCruzat-Larrain para tomar el control
del mercado de los regímenes de pensión.
También se adueñaron de porciones importan­
tes de los sectores exportadores como la
agricultura, la pesca y las industrias forestal
y minera, sectores que se volvieron más tar­
de el motor del crecimiento económico. Así,
la crisis de 1982 marcó el inicio de lo que
varios llamaron la desnacionalización de la
economía chilena.

LAS I.zEFo!{f'v1AS

DEL SECTOI{ SOC:II\L

La lógica neoliberal de retiro del Estado pro­
piciada por la dictadura militar no se restrin­
gía a las estructuras económicas sino que
también debía aplicarse al sector social. Así,
el régimen militar privatizó los sistemas de
seguridad social y de salud. Desde décadas
el sistema de pensiones chileno era adminis­
trados por el Estado y se financiaba sobre la
base de contribuciones de los trabajadores,
de los patrones y del Estado. Con la privati­
zación, los regímenes de pensiones empeza­
ron a financiarse sólo con las contribuciones
de los trabajadores. En cuanto al seguro mé­
dico, aunque seguía existiendo un sector
privado, durante el gobierno de la Unidad
Popular, los chilenos se beneficiaban de un

reglmen universal de salud donde, entre
otras cosas, los trabajadores, cotizando 6 por
ciento de sus salarios, tenían acceso a todos
los servicios. En este sector, la privatización
implicó la creación de una industria de segu­
ros privados donde los usuarios sólo tenían
acceso al nivel de servicios que les permi­
tían sus contribuciones, aunque también po­
dían quedarse en el antiguo sistema, pagando
entre 25 o 50 por ciento de los costos de
determinados servicios que necesitaran.9

Anivel de la estructura estacal, las refor­
mas neoliberales se acompañaron de una
descentralización de las jurisdicciones. Los
municipios heredaron una gran cantidad de
responsabilidades, entre las cuales se desta­
can la educación y los servicios sociales, pero
sin los recursos necesarios para implementar
programas. Por lo tanto, a consecuencia de
esta descentralización la calidad de los pro­
gramas dependió casi exclusivamente de la
capacidad de recaudación de cada munici­
pio, lo que generó una enorme desigualdad
en la asignación de los recursos entre los mu­
nicipios ricos y pobres. Por ejemplo, en San­
tiago, los municipios ricos de Las Condes y
de Providencia, que sumaban el 21 por cien­
to de la población totalizaron 56.8 por ciento
de las inversiones sociales entre 1980 y 1984,
mientras que los municipios populares de La
Granja, Cisterna, Conchalí y Pudahuel, don­
de vivía el 36 por ciento de la población no
llegaban a concentrar ni siquiera el 9 por cien­
to de las inversiones sociales de la capital. 1ü

LA REFORMA

DEL CÓDIGO DEL T¡{;\I3AJO

En la historia contemporánea de Chile, el sin­
dicalismo siempre representó un componente
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importante y relativamente independiente del
sistema político. Particularmente desde los
años cincuenta, su participación al juego po­
lítico democrático contribuyó al mejoramiento
de las condiciones de vida de los trabaja­
dores y de gran parte de la población. Cons­
ciente de ello, una de las primeras medidas de
la junta militar en materia laboral consistió
en anular la mayoría de los derechos que los
trabajadores chilenos habían ganado me­
diante décadas de luchas. De hecho, entre
1973 y 1978, los derechos de los trabajado­
res fueron prácticamente suspendidos: las
huelgas fueron declaradas ilegales y los mili­
tantes sindicales sufrieron represiones, asesi­
natos, desapariciones, exilio y relegación. Sin
embargo, después de ese periodo, la intensi­
ficación de la presión internacional y la ame­
naza de un boicot por parte de la AFL-CIO, la
central sindical más importante de Estados
Unidos, obligó el régimen a promulgar un
nuevo Código del Trabajo. Este último, que
tenía como meta principal la flexibilidad del
mercado de trabajo, se convirtió en uno de
los pilares esenciales del modelo económico
chileno.

El Código del Trabajo de 1979 dio tér­
mino a una reglamentación de las relaciones
laborales que había establecido el Código del
Trabajo de 1931, donde estaban garantizadas
condiciones mínimas, entre las que figura­
ban los derechos de organización y la solu­
ción de los conflictos laborales a través de tri­
bunales tripartidistas, con representantes del
gobierno, de los sindicatos y de los patrones.
Con el Código de 1979 se abolieron 142 de­
rechos laborales ll y las huelgas se volvieron
un instrumento de lucha anacrónico, puesto
que durante una huelga los patrones tenían
derecho de contratar esquiroles y de cerrar la

empresa después de 30 días de paro. En
cuanto a las negociaciones de los contratos
colectivos, tstas sólo podían discutir los sala·
rios ydebían negociarse por orden alfabético
de las empresas. Esta medida, combinada
con el hecho que los sindicatos debían orga­
nizarse por empresa, impedía la negociación
por sectores industriales y sectoriales. Ade­
más, como prohibía las grandes federaciones
regionales o nacionales y permitía la crea­
ción de varios sindicatos en una misma em­
presa, la legislación acabó atomizando el
movimiento sindical. 12

Todas estas restricciones en torno a la
organización de los trabajadores se acompa­
ñaron de un abanico de libertades para los
empresarios. Por ejemplo, el nuevo código
legalizaba el despido individual o colectivo
bajo el simple argumento de responder a
"necesidades de negocio". Este argumento
rápidamente se convirtió en un instrumen­
to de racionalización para bajar los costos de
la mano de obra, despidiendo trabajadores
con antigüedad y recontratándolos posterior­
mente con condiciones y salarios inferiores.
Además, al facilitar la contratación de traba­
jadores sobre una base mensual o temporal, la
legislación volvía la sindicalización casi im­
posible y liberaba los dueños de empresas
de sus obligaCiones de indemnización por
cesantía -un trabajador temporal no tenía
derecho a ninguna indemnización mientras
que un trabajador permanente se beneficia­
ba teóricamente de un máximo de 5 meses
de salario si tenía más de 5 años de antigüe­
dad D En fin, a raíz de la crisis de 1981-1982,
se promulgó el decreto 18.134 que elimina­
ba el mínimo salarial que garantizaba a los
trabajadores por lo menos la indexación del
nivel de inflación.
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EL rv!ANTENIMIENTO

DEL MODELO ECONÓMICO

PO!::Z LA CONCERTACIÓN

Con la llegada al poder de la Concertación de
partidos por la democracia (coalición de par­
tidos de centro-derecha y de centro-izquier­
da, liderada por la Democracia Cristiana y el
Partido Socialista), no se han cuestionado los
fundamentos del modelo económico neoli­
beral de la dictadura. Al contrario, el primer
gobierno de la Concertación liberalizó aún más
la economía, disminuyendo las barreras adua­
neras y otorgando a los inversionistas extran­
jeros el derecho de repatriar sus beneficios a
partir del primer año. No obstante, la Concer­
tación con su lema "crecimiento con equidad",
se distanció del régimen militar al promover
programas de lucha contra la pobreza que
aumentaron el gasto social en un 30 por cien­
to. Como consecuencia, el número de pobres
disminuyó en un millón de personas y la
extrema pobreza pasó de 14 a 6 por ciento
de la población. 14 Sin embargo, varias encues­
tas (CEPAL, Banco Mundial, Instituto Nacional
de Estadísticas de Chile) demuestran que a
pesar de los programas de lucha contra la po­
breza, la distribución del ingreso continúa
siendo la segunda más inequitativa de Lati­
noamérica, después de Brasil. Así en 1994,
[fas cuatro años de aumento del gasto públi­
co, las proporciones seguían casi idénticas a
las de 1990, último año de dictadura. té

Desde que asumió el poder en 1990, la
Concertación ha buscado extender el am­
biente de consenso y de cooperación que se
vive a nivel político hacia el ámbito de las
relaciones laborales, a través de la promoción
de acuerdos tripartidistas entre el gobierno,
los patrones y los sindicatos. Estos acuerdos
discuten las orientaciones generales de la po­
lítica del mercado del trabajo, del salario mí-

nimo, de las prestaciones familiares y de los
regímenes de pensión. lb Así en su nueva po­
lítica, el gobierno habría consultado más a los
sindicatos del sector público,17 aumentado a
un máximo de 11 meses las indemnizacio­
nes de cesantía para 11 años de antigüedad
-que antes no rebasaban los 5 meses- y
aumentado el salario mínimo en un 20 por
ciento. 18

Con todo, estas modificaciones se inser­
tan en el marco legal del Código del Trabajo
promulgado durante la dictadura. En efec­
to, no se ha implementado ninguna reforma
que logre una recuperación de los derechos
sindicales y de mejorar la tasa de sindicaliza­
ción que antes de la dictadura alcanzaba el
41 por ciento de la fuerza de trabajo y que en
1994 representaba apenas el 13 por ciento. 19

Una de las reformas importantes ha sido la
creación de un sistema de cuenta de ahorro
para los trabajadores como garantía contra la
cesantía. Éstas, con contribución de los due­
ños de empresas yde los trabajadores garan­
tiza el 50 por ciento del ingreso más un
seguro médico durante 4 meses. 20 Al mismo
tiempo estas cuentas de ahorro, además de
garantizar una cierta seguridad social, tienen
como objetivo proporcionar un ahorro inter­
no para las empresas chilenas. Al seguir la
lógica neoliberal de flexibilidad-competitivi­
dad, el proyecto fue bien recibido por los
gremios patronales. Lo que no ha sido el caso
con los proyectos de modificación sustancial
al Código del Trabajo. En noviembre 1995,
la cuestión de la reforma laboral suscitó de­
bates feroces entre la Concertación y la dere­
cha porque las organizaciones patronales y la
derecha se oponían rotundamente a una mo­
dificación de la Ley del Trabajo bajo el argu­
mento que sería nefasta a la competitividad
de la economía chilena. Por su parte, la Con-



certación pretende rectificar la situación des­
ventajosa de los trabajadores y de los sindi­
catos pero enfrenta una mayoría artificial en
el Senado, herencia de la transición pactada,
que bloquea cualquier reforma. Un año más
tarde, dos diputados democristianos denun­
ciaban a la derecha por retrasar 12 proyectos
de leyes, entre los cuales se encuentran uno
sobre las negociaciones colectivas y otro so­
bre derecho a la sindicalización. Desde enton­
ces, no ha habido ningún avance sustancial
en este ámbito.

Ello representa el mayor obstáculo al
mejoramiento de las condiciones de vida de
la población porque, hasra la fecha, la acción
organizada de los trabajadores sigue siendo
uno de los pocos mecanismos para aumen­
tar el nivel de las remuneraciones y de las
prestaciones. Aún más, el restablecimiento
de la posibilidad de la acción sindical se reve­
la uno de los asuntos pendientes más impor­
tantes de la inconclusa transición democrática
chilena porque sólo ella podría requilibrar el
juego democrática, actualmente dominado
por una clase empresarial que beneficia de los
enormes previlegios que le otorga el gobier­
no mediante su política económica

LA V1ABIL.IDAD DEL.

MODELO ECONÓMiCO ClilLENO

Por la importancia que cobran las exporta­
ciones para el crecimiento económico y por el
hecho de que el 88 por ciento de sus expor­
taciones sean compuestas por recursos natu­
rales,21 a corto plazo, Chile sigue siendo vul­
nerable a los precios mundiales -como lo
demostró en 1996, el déficit de la balanza
comercial de 935 millones de dólares, debi­
do a la caída de los precios del cobre y de la

celulosa, y lo confirma el actual desacelera­
miento debida a las consecuencias de la crisis
asiática. Amediano y largo plazos, el desarro­
llo excesivo de los recursos naturales com­
prometen seriamente la reproducción del
ecosistema, su biodiversidad y la salud de la
población. En efecto, en los últimos años se
han denunciado, con razón, la sobrexplota­
ción de los recursos naturales, particularmente
por las empresas pesqueras y forestales, y
casos de malformación graves en recién na­
cidos debido a la utilización en la agricultura
de insecticidas prohibidos en los países indus­
trializados. 22

Anivel meramente económico, en mar­
zo 1996 en una conferencia en Chile, el eco­
nomista de la Universidad de Harvard, Michael
Porter, avanzaba esta constatación acerca
del estado de la economía chilena: desigual­
dades sociales, autocomplacencia, escaso ni­
vel de inversión en tecnología, ausencia de
reglamentación ambiental o de control de la
calidad, auser,cia de una estrategia de desarro­
llo. El argumento de Porter consistía en que
un modelo económico fuertemente basado
en una mano de obra barata no es suficiente
para aumentar el nivel de vida de la pobla­
ción. Para lograrlo, es necesario aumentar la
productividad a través de la innovación tec­
nológica y la capacitació.n de la mano de
obra. No obstante, Chile sólo destina 0.7 por
ciento de su PlB -constituido casi exclusiva­
mente por fondos públicos- a la Investigación
y el Desarrollo. 23 Paralelamente, Jean Jacques
Duhart, director de ProChile, organismo en­
tonces gubernamental de promoción de las
exportaciones, declaraba que parecían ha­
ber signos de una limitación de la capaci­
dad exportadora de Chile. Las negociaciones
para entrar al Tradado de Libre Comercio de
América del Norte, las negociaciones con el
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Mercosur y la Unión Europea, osea asegurar­
se acceso a mercados regionalizados pare­
ce ser la única respuesta estratégica de Chile
en este momento.

Estas reflexiones sobre el modelo eco­
nómico chileno se dan en torno a un debate
sobre las hipotéticas nuevas orientaciones
económicas que impulsarían el país hacia una
segunda fase exportadora. La primera fase
consistió en la exportación de recursos natu­
rales, la segunda debería implicar inversiones
en tecnología y aumentaría las exportacio­
nes de productos con mayor valor agregado,
entre ellas más productos manufacturados. Sin
embargo, esta estrategia contrasta con el com­
portamiento de las empresas exportadoras
más importantes. Por ejemplo, un estudio
sobre la industria forestal chilena demostró
que las empresas prefieren aumentar sus
recursos en silvicultura en vez de desarrollar
maquinaria o nuevos productos forestales
con mayor valor agregado.24

En todo este debate, están ausentes las
cuestiones de los derechos sindicales, de las ne­
gociaciones colectivas por sector o de la limi­
tación de las razones de despido de los tra­
bajadores. Nada sorprendente puesto que ya
en 1992, un informe del Ministerio de Plani­
ficación y de Cooperación (MIDEPLAN) sobre la
legislación del trabajo indicaba:

Los cambios a la legislación del trabajo
deben buscar corregir el desequilibrio
social impuesto por la legislación prece­
dente sin perder de vista el desafío de
alcanzar una estructura institucional del
trabajo que corresponda con [as exigen­
cias de competitividad internacional de
la economía chilena .. 25

En suma, más que los candados consti­
tucionales dejados por Pinochet, el impera-

tivo de la competitividad de las empresas
exportadoras que impulsan la economía del
país es, aparentemente, lo que impide una
reforma de fondo al Código del Trabajo así
como una mejoría sustancial de las condicio­
nes de vida de millones de chilenos mediante
la recuperación de sus derechos sociales. Si
el objetivo primordial de los representantes
políticos latinoamericanos consiste realmente
en elevar el nivel de vida de sus poblaciones
y de promover el desarrollo sus derechos ciu­
dadanos, el modelo económico chileno no
puede ser el referente.

Los gobiernos latinoamericanos, tras dos
décadas de aplicación de políticas económi­
cas neoliberales -en su mayoría infructuosas
en generar beneficios palpables para la ma­
yoría de sus ciudadanos- deberían cuestionar
seriamente las orientaciones y los objetivos
que guían su planeación económica. La glo­
balización de los mercados y la mayor com­
petitividad la que somete las empresas, así
como el menor margen de maniobra de los
gobiernos nacionales son realidades innega­
bles. Sin embargo, es una falacia que en
América Latina sólo pueden ser enfrentadas
mediante las políticas de liberalización y el
mantenimiento forzado de salarios bajos y
de una mano de obra sin posibilidad de orga­
nización. De mantenerse el modelo económi­
co y bloquearse las acciones colectivas de­
mocráticas por mejores condiciones de vida
y de trabajo, los costos podrían ser cada día
mayores para los regímenes democráticos en
términos de descrédito y pérdida de legiti­
midad.
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